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PROYECTO DE LEY
El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires,  sanciona con fuerza de 
LEY

ARTÍCULO 1.- Incorpórense como artículo 171 bis, ter, y cuater de la Ley N° 11.922 y sus modificatorias –Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires-, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“ARTÍCULO 171 BIS: Tampoco se concederá la excarcelación, extraordinaria o no, ni la eximición de prisión, cuando el imputado hubiere sido beneficiado con dos (2) anteriores excarcelaciones y/o eximición de prisión, dentro del año calendario anterior y se encontraren  vigentes, hasta tanto, en cualquiera de las causas en trámite, el Juez y/o Tribunal dicte sentencia condenatoria o absolutoria, situación legal ésta, que podrá permitir al Juez o Tribunal concederla o denegarla según el caso. A partir del momento en que se concede la excarcelación y/o eximición de prisión, comienza a correr un nuevo lapso de un (1) año en los términos de la presente ley, que con posterioridad será el período testigo a tomarse en cuenta para el hipotético caso de una nueva detención.
La detención no podrá extenderse más allá de un año (1) calendario cuando hubiere sido denegada por reiteración de hechos delictivos imputados por aplicación del Art. 171 bis, pudiendo el Juez o Tribunal conceder el beneficio a pedido de parte, aunque algunas de las otras causas no tuvieren resolución definitiva firme.
ARTICULO 171 TER: El año (1)  y/o período menor en que estuviere detenido el imputado al que se refiere el Art. 171 bis será considerado como cumplimiento efectivo de prisión a los fines de una futura condena en cualquiera de las causas que motivaron la detención y posterior rechazo de excarcelación y/o eximición de prisión; -descontándose de esta-, el tiempo transcurrido efectivamente en detención, al momento del computo final.
Al ser excarcelado o eximido de prisión, al imputado se le entregará copia del Art. 171 BIS del Código Procesal Penal íntegro, una por cada imputado, bajo constancia de haberla recibido o si se negare a firmar se hará constar dicha situación en el acta respectiva; dicha omisión constituirá falta grave para el funcionario actuante.
ARTICULO 171 CUATER: El magistrado que concediere la excarcelación ordinaria, extraordinaria o la eximición de prisión, estará obligado dentro del plazo perentorio e improrrogable de veinticuatro (24) horas contadas a partir del otorgamiento del beneficio, a notificar por medio fehaciente escrito al “Registro de Estadísticas Excarcelatorias de la Provincia de Buenos Aires”, los nombres completos, alías, número de documento de identidad, domicilio real y laboral de existir, nombre y apellido de los progenitores, y todo otro dato que haga a la mejor identificación de la persona; todo ello a los efectos de que la precitada repartición proceda sin demoras a registrar los datos de identificación mencionados, constituyendo falta grave la omisión de dicha registración.”.
ARTÍCULO 2.- El Poder Ejecutivo Provincial deberá crear en el plazo de sesenta (60) días contados a partir de la promulgación de la presente, en la órbita del Ministerio de Justicia y Seguridad provincial, el “Registro de Estadísticas Excarcelatorias de la Provincia de Buenos Aires”, con el objeto de lograr centralizar la información estadística cierta, real, y actualizada, y para lo que formará un legajo personal por cada persona imputada que hubiera obtenido el beneficio de la excarcelación o eximición de prisión. La reglamentación establecerá el funcionamiento de dicho Registro.
 

ARTÍCULO 3.- Las disposiciones de la presente ley regirán a partir de su promulgación hacia el futuro, momento en que comienza a correr el plazo de un (1) año que posteriormente servirá en el período y/o año siguiente para tomar como testigo con relación a la conducta del imputado, a los fines de decidir si corresponde o no conceder una nueva excarcelación y/o eximición de prisión, y para lo que se deberá tomar en cuenta los beneficios anteriormente otorgados en dicho plazo anual.
 

ARTÍCULO 4.- El Poder Ejecutivo Provincial se encuentra obligado a difundir por los medios de comunicación estatales durante el período comprendido desde su promulgación hasta su puesta en marcha (1 año) el contenido íntegro de la presente modificación.
 

ARTÍCULO 5.-  Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS

El problema de la seguridad en nuestra Provincia bajo ningún concepto puede entenderse que logrará su solución con la modificación al Régimen de Excarcelación y/o Eximición de Prisión.
Sabemos acabadamente que obligatoriamente deben intervenir no solo políticas criminales, sino además desarrollo social, trabajo, presupuesto, infraestructura, en síntesis el Estado en su plenitud, incluida la sociedad.
Discutir acerca de políticas de izquierda o derecha o si se quiere garantista o no garantista ha dejado de tener vigencia en los tiempos que transitamos.
Hoy la sociedad requiere de seguridad pero también de justicia e igualdad; todas  las garantías establecidas en nuestra carta magna, -y que el legislador- debe reglamentar con sabiduría y conocimiento, deben ser valoradas a la luz de la actualidad.
La presente modificación se ha planificado y estudiado, a fin de que su puesta en marcha no resulte la improvisación de generar una sensación en la comunidad.
Por el contrario su puesta en marcha llevara un (1) año, para luego si contar con estadísticas suficientes, bases de datos, registros, y poder aplicarla sin vulnerar derechos y garantías de ningún ciudadano del territorio de la provincia de Buenos Aires.
En primer término debemos identificar el norte al cual se pretende arribar, para luego sí poder implementar las herramientas acordes a las necesidades actuales que requiere nuestro sistema procesal penal.
Y aquí es donde me detengo para tratar de definir el origen, la esencia, y el carácter del INSTITUTO DE LA EXCARCELACIÓN.
Entiendo que la excarcelación es el derecho y/o beneficio del ciudadano detenido a obtener su liberación provisional durante el curso del proceso penal. Consiste en una medida de contracautela contra la aprehensión, la detención o la prisión preventiva, a efectos de procesar la privación de libertad en que se halla el individuo. Debemos señalar que el mismo se encuentra inmerso en nuestra Constitución Nacional (art.18) y reglado por el ordenamiento procesal penal, -forma parte de las garantías y/o beneficios que el imputado podría recibir-, no es automático, y por sobre todas las cosas como cualquier garantía  Constitucional se puede limitar y/o reglamentar (Ver Arts. 14 y 28 de la Cost. Nac.).
Y aquí pasamos al segundo estadio de la cuestión: Cuál es el modo, medio, y razón que permite limitar el otorgamiento del beneficio de la excarcelación.- En una primera etapa podemos indicar que el art. 171 por  reenvío al 148 ambos del C.P.P es el modo que hoy limita el otorgamiento del instituto en cuestión.
Esto no quita que en ejercicio de nuestra función legislativa, se  modifique y/o cree nuevas limitaciones y/o amplíe.- Y aquí llegamos al planteo que pretendo hacer valer como alternativa superadora a saber:

1.-) Conceder en forma ilimitada excarcelaciones (ordinarias y /o extraordinarias) como así también eximisiones de prisión a un mismo ciudadano dentro de un período de tiempo cierto y real (1 año ), -excede en forma grosera el espíritu de libertad que nuestra Constitución Nacional contempla en su art. 18, el de razonabilidad contemplado en el art. 28 por reenvío del art. 14 de nuestra Constitución Nacional.
Razonabilidad: La construcción jurisprudencial o "pretoriana" conocida como principio de razonabilidad y que fuera expresado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el caso "Cine Callao" del año 1960. En tal sentido, la reglamentación de las leyes debe ser "razonable", es decir que debe guardar una adecuada proporción de los hechos a las normas y entre éstas y la Constitución Bidart Campos dice que la regla de la "razonabilidad" podría definirse como el concepto jurídico de justicia, de manera que la última parte del artículo 19 de la Const. Nac. debería ser leída como que ningún habitante de la Nación podrá ser obligado a hacer lo que no manda la ley justa ni privado de lo que la ley justa no prohíbe.
En síntesis principio de RAZONABILIDAD implica o se traduce en la elección de la alternativa mas racional (aspecto técnico) y mas justa o equitativa (aspecto valorativo) de todas las posibles para obtener el fin deseado, puede concluirse que una ley cuadra en la irrazonabilidad cuando el y/o los legisladores no utiliza los medios técnicos y valorativos adecuados para lograr la creación legal mas justa de la causa que examina.
2.-) El derecho y/o beneficio procesal de la excarcelación bajo ningún concepto puede permitir a los ciudadanos imputados continúen  infringiendo la ley en forma continua, permanente e ilimitada, porque este no fue su origen; -por el contrario- su objeto central consiste en BENEFICIAR al imputado de determinados delitos (graves), mantengan su libertad hasta tanto un Juez, en una causa, mediante una sentencia determine su culpabilidad o no.- Pero esto no implica que este derecho y/o beneficio pueda concederse en forma continua, permanente, ilimitada, en juzgados y Departamentos Judiciales diferentes,  por la sencilla razón de alegar el principio consagrado en el art. 18 de la Constitución Nacional de libertad.-  Esta Garantía (como el resto que contempla nuestra Constitución Nacional) poseen límites.- Y el limite al derecho y/o beneficio en cuestión esta dado en razón a su razonabilidad (conceder la posibilidad de que en determinados delitos pueda transitar el proceso en libertad), pero no, - reitero - en forma ilimitada como si la misma/s (excarcelación o eximición de prisión) hubieren sido creadas para utilizarlas discrecionalmente .
3.-) Contar con dos (2) excarcelaciones en el período de un (1) año calendario resulta una medida razonable y justa para todos los ciudadanos de la Pcia. de Bs. As..- Por el contrario conceder mayor cantidad de excarcelaciones en el precitado período distorsiona la garantía, pierde la esencia, en síntesis infiere peligros procesales de validez suficiente para denegar el beneficios procesal .- Debemos tener presente que el propio artículo 148 del C.P.P prevé y faculta al Juez a valorar como elemento a tener en cuenta al momento de conceder o rechazar la excarcelación, la reincidencia, y esta norma se encuentra vigente y no ha sido atacada de inconstitucional.
4.-) Reglamentar con limite el derecho de la excarcelación, es facultad de la Legislatura Provincial, y en tanto ese limite impuesto no ALTERE y/o vulnere garantías constitucionales que producen irrazonabilidad en la limitación.- Prohibir a todos los  ciudadanos de la Provincia de Buenos Aires la posibilidad de que se le conceda el derecho y/o beneficio de la Excarcelación con sustento en haber sido beneficiado con anterioridad dentro del plazo de un (1) año, con dos (2) excarcelaciones anteriores, bajo la luz del espíritu de nuestra carta magna resulta justo, razonable, equitativo, digno y por sobre todo proporcional al fin.- Lo inverso desnaturaliza, no lo dudo, el correcto entendimiento de la norma que protege al individuo-ciudadano de una circunstancia excepcional (la detención dentro del proceso penal).
Debemos tener presente que los tiempos en que se transitan no pueden ni deben compararse a los primeros años del devenir de la democracia (1983), -tiempos en que el acento directamente se dirigía a la actuación de funcionarios de un gobierno de facto-, con lo que implicaba en materia de derechos humanos la nombrada circunstancia.
Hoy el acento debe enfocarse en permitir a la sociedad transitar libremente, con seguridad, sin miedo, permitiendo desarrollar sus actividades (de trabajo, estudio, esparcimiento etc.). El poder encargado de impartir justicia deberá comenzar a comprender y escuchar que las necesidades del ciudadano común, transitan por carriles diferentes a los que conducían las necesidades de hace 20 años. Y esto es lo que permite establecer si los legisladores o funcionarios judiciales se encuentran a la altura de las circunstancias, -ESTAR RÁPIDO DE RFLEJOS PARA LOGRAR ENTENDER LAS NECESIDADES DE LOS CIUDADANOS-, es el elemento o estándar para establecer la calidad del funcionario público.
5.-) El derecho de libertad consagrado en nuestra Constitución Nacional, debe relacionarse permanentemente con el resto de las garantías constitucionales, entre ellas el de igualdad ante la ley, debido proceso, propiedad etc. Y es aquí donde aparece el interés NO SOLO DEL PROPIO IMPUTADO, sino además el general de la sociedad en pleno (art. 19 Const. Nac.) a contar con un sistema judicial rápido, eficaz y justo, en definitiva a estar en un pie de igualdad (Art. 16 Const. Nac.) con el resto de los ciudadanos.
Pero que sucede cuando un ciudadano solicita tres, o cinco (5) o mas requerimiento de excarcelación o eximición de prisión en un año, o por el contrario cuando cinco (5) a mas jueces se encuentran simultáneamente trabajando en el otorgamiento del beneficio para un mismo ciudadano.- Pregunto: ¿ esto no es entorpecimiento del proceso en los términos de la Corte, no vulnera la garantía de igualdad de los ciudadanos a tener una sentencia rápida ( sobrecarga de expedientes, falta de tratamiento en tiempo y forma, prescripción de causas por exceso etc. etc.), -reitero- esto no vulnera y/o destruye el delicado equilibrio entre el interés individual y el interés general que la Corte procura mantener en tan trascendente materia ?. Mas aun señores legisladores, la situación planteada genera peligros procesales, -entre otros-, por abarrotamiento de causas, la prescripción de hechos graves que impiden arribar a la verdad jurídica objetiva, en síntesis impide la función esencial del Juez, IMPARTIR JUSTICIA en tiempo y forma. Entiendo entonces que las garantía  constitucional de libertad ( Art. 18) encuentra límites, -entre ellos-, el establecido por los artículos 14,16  18, 19 y 28 de la Constitución Nacional, al establecer entre otras razones, que " Las acciones privadas de los hombres que de ningún modo ofendan al orden y a la moral pública, ni perjudiquen a un tercero, están solo reservadas a Dios, y exentas de la autoridad de los Magistrados. Ningún habitante de la Nación será obligado a hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que ella no prohíbe "; - por ende señores legisladores y jueces, debemos detenernos y analizar en forma exhaustiva la REALIDAD, y determinar si el accionar  de los jueces en la aplicación de la ley de excarcelación vigente, perjudica a terceros ciudadanos de nuestra provincia.

6.-) La limitación planteada no afecta derechos adquiridos, no etiqueta grupos reducidos de ciudadanos, en virtud a que la presente modificación legislativa tendrá efectos a partir de su promulgación hacia adelante y para TODOS los ciudadanos de la Pcia. de Bs. As. sin distinción alguna.
7.-) Menos aun puede entenderse que viola la garantía de libertad, con sustento a que sin sentencia condenatoria prevé la alternativa de permanecer detenido durante el plazo no mayor a un (1) año.- Entendemos que las garantías constitucionales pueden reglamentarse ( y así ha sucedido a lo largo de nuestra historia no solo con garantías constitucionales como la propiedad, salud, trabajo, las acciones de clase, derechos políticos, religiosos, entre tantos otros) y de hecho han sido limitados, -por ende-, porque no va poder ser limitado razonablemente el derecho de libertad del ciudadano que resulta indicado de haber cometido hechos ilícitos graves de trascendencia en forma reiterada. La presente reforma garantiza que llegada la circunstancia de que a un ciudadano es denegada la excarcelación con sustento en la presente reforma, -la detención- no podrá durar mas de un (1) años, y además la norma prevé que el período de detención deberá ser tomado en cualquiera de las causas que dieron motivo a la denegación de la excarcelación y/o eximición de prisión, como de cumplimiento efectivo; garantizando la norma cada una de las posibles circunstancias que el ciudadano pueda contemplar. No puede bajo ningún punto de vista trasladarse INTEGRAMENTE la responsabilidad al Estado y al Ciudadano común, y PROTEGERSE ilimitadamente al ciudadano que por diferentes motivos incurre indefinidamente en conductas delictiva.
8.-)  La creación del Registro de Estadísticas Excarcelatorias de la Provincia de Buenos Aires permitirá establecer la realidad sobre reincidencia y detenciones de delitos graves en el territorio de la Provincia. La actualidad indica y refleja por ej., que prácticamente resulta imposible  para un Juez de Garantías de la Provincia determinar en plazos breves (24 hs.), -conocer  fehacientemente- si un ciudadano detenido cuenta con excarcelaciones y/o eximisiones de prisión anteriores dentro del territorio provincial. A partir de estadísticas reales y actualizadas, podremos comenzar a delinear políticas criminales, sociales, laborales, con el objeto de reducir y determinar las causas que motivan a los ciudadanos transitar por fuera de la ley. El presente instituto además permitirá celeridad en las causas, -debido que en la actualidad-, determinar si un ciudadano cuenta o no con beneficios excarcelatorios demora prácticamente 40 días, con los retardos que ello genera.
Ha llegado los tiempos de colocarse los pantalones largos y asumir el rol que a cada uno nos compete en relación a la función que hemos asumido; seguramente traerá aparejado inconvenientes, dificultades, y costos, pero el beneficio a la comunidad toda será la compensación y satisfacción que la historia de nuestra provincia establecerá.
A modo de ejemplo para comprender la presente reforma paso a graficar:

Si la presente ley entrara en vigencia el día 09-09-2013, se deberá esperar el período de un (1) año, es decir, hasta el 09-09-2014, momento a partir del cual nuestro sistema judicial comenzara aplicar la presente reforma. Es decir, si el ciudadano NNN resulta detenido el día 11-10-2014, el Juez de Garantías que intervine, deberá requerir obligatoriamente los informes necesarios a fin de evaluar si el detenido durante el período   11-10-2013 al  11-10-2014 el mismo resultó beneficiado con excarcelación y/o eximición de presión, y en su caso cuantas. Si no registró o por el contrario solo peticionó y  se le concedió un (1) beneficio, podrá ser excarcelado y/o eximido en la causa por la cual se encuentra detenido (11-10-2014) en tanto cumpla con los demás requisitos del art. 171 del C.P.P. A su inversa si el ciudadano NNN contaba con dos (2) beneficios durante el precitado período, el señor Juez deberá obligatoriamente rechazar la misma. La obligación regirá hasta tanto el detenido en cualesquiera de las causas recaiga sentencia condenatoria o absolutoria, -en este último caso-, comenzara a regir a partir de su libertad el cómputo previsto en la ley.
En síntesis en nuestro sistema Constitucional, el derecho a la libertad durante el proceso penal tampoco es, ni podría serlo, absoluto, sino que el legislador en uso de sus atribuciones lo puede reglamentar (Arts. 14 y 28 de la Const. Nac.) disponiendo cuales son las condiciones que TODOS los habitantes de la Provincia de Buenos Aires deben cumplir para poder gozar de esos derechos, entre ellos, el de la libertad durante el trámite de un proceso penal.
Por ello, introducir dentro del régimen excarcelatorio la presente reforma y reglamentación encuadra bajo la luz del concepto de razonabilidad jurídica, que ya ha sido definida en incontables oportunidad de veces por nuestra Corte Suprema de Justicia de la Nación, pero antes, constitucionalistas de la talla de Quiroga Lavié dicen: “La razonabilidad: El acto jurídico constitucional debe ser razonable: de no ser así, corresponde que sea declarado inconstitucional. Razonabilidad es la relación según la cual los actos jurídicos constitucionales (como es una ley, agrego yo), deben ser medios aptos para el cumplimiento de los fines estipulados por la constitución” (Quiroga Lavié, “Derecho Constitucional”, Ed. Depalma, pág. 91); y esos fines, Señores Legisladores APARECE MENCIONADO EN EL PREAMBULO DE LA CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES: “AFIANZAR LA JUSTICIA”, dice allí. Pero es más. Continúa diciendo Quiroga Lavié: “razonabilidad jurídica: el acto legislativo, razonable internamente, debe satisfacer el sentido común jurídico de la comunidad expresado en el plexo de valores que lo integran: valores que son recibidos, de acuerdo con las modalidades de cada pueblo, por la Constitución del Estado (dicho sentido está expresado también en el Preámbulo de la Constitución). Si la ley contradice los valores jurídicos vigentes que se conjugan en la justicia como valor supremo, ella será irrazonable” (Quiroga Lavié, misma obra, pág. 464). La Corte Suprema de Justicia de la Nación describió a la razonabilidad en el emblemático Caso Cine Callao (Fallos): la razonabilidad es la necesaria adecuación de medios que elige el legislador con los fines que se propone al dictar la ley; es mas señores Legisladores entiendo que la presente reforma no solo es razonables sino además entiendo (en los términos de la Dra. Maria Angélica GELLI) que la misma guarda los criterios de PROPORCIONALIDAD, es decir que la misma evalúa detenidamente si la restricción del derecho es o no excesiva; todo esto lleva a que nos preguntemos: ¿es justa una ley que concede excarcelaciones sin límite alguno?, ¿es justa esa ley?... o como todas las otras materias se puede reglamentar por el legislador? La respuesta es obvia, y es SI: se la puede reglamentar ya que en Argentina NO EXISTEN DERECHOS ABSOLUTOS PARA NADIE, NI PARA LOS GOBERNANTES NI PARA LOS CIUDADANOS!!! (Argumento Art. 28 de la Constitución Nacional), lo que nos lleva a preguntarnos al mismo tiempo si el denominado “Garantismo Penal” como paradigma, como ideología judicial, como sistema de interpretación de la ley penal está a tono, está a tempo con lo que vive hoy día la sociedad donde literalmente “ve” como “los ciudadanos que se encuentran fuera de la ley  entran por una puerta y salen por la otra” lo que hace cundir el descreimiento en el Sistema de Justicia todo, en el sistema democrático en general, con los peligros que esto entraña para una joven república como la nuestra. El paradigma debe cambiar. ¡¡¡Se debe proteger a quien ha optado estar por fuera de la ley con garantías y derechos que da el debido proceso constitucional justo!!! Pero ¡¡¡también se debe proteger con mayor énfasis a la población mayoritaria que decide vivir dentro de la ley (que cumple con las normas y conductas sociales que impone el orden legal y social vigente) !!! Encontrar ese punto de equilibrio entre los valores LIBERTAD y SEGURIDAD es la punta de toque de este proyecto: EXCARCELACIONES SI, PERO CON LÍMITES!!!

Estimo que la redacción propuesta, permite que se logre así un delicado balanceo entre los derechos y garantías de los imputados y los derechos y garantías de los ciudadanos que deciden vivir dentro del marco legal, los que también cuentan con sus garantías constitucionales vigentes, a vivir en paz, tranquilidad, en una sociedad libre y democrática, con un sistema Judicial rápido, efectivo, justo, -valores-, que forman y engrandecen  la República Argentina, en donde la IGUALDAD ante la ley es la piedra basal del sistema que organiza la convivencia entre Estado y Sociedad. -

Por los fundamentos vertidos, solicito a los señores Legisladores acompañen con su voto la presente iniciativa.
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